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En sectores en que las economías de red son importantes, la regulación adecuada en su 
caso del operador dominante es de suma importancia. Este operador, al poseer una red 
más grande que las de sus competidores, tiene el incentivo a excluirlos del uso de su red, 
mayor que el que dichos competidores tienen para excluir al dominante de la suya propia. 
Estos últimos estarían más interesados en una integración eficiente de redes. Esa 
integración redundaría en beneficio no sólo de esos competidores sino de la sociedad en 
su conjunto. De esta realidad ha surgido en diversas latitudes la idea de imponer una 
regulación asimétrica del operador dominante. Un reto que enfrentan esas autoridades, es 
el de imponer una regulación eficaz sin destruir los incentivos a la inversión en un sector 
crítico para el desarrollo económico de los países hoy en día. 
 
En México se ha buscado que la regulación del dominante sea asimétrica, pero este 
operador se ha opuesto a esta regulación con éxito ante los tribunales. Esto no significa 
que la regulación haya sido inexistente, pues se le ha regulado de conformidad con las 
reglas de su título de concesión. Esas reglas, sin embargo, no han sido suficientes para 
evitar comportamientos indeseables de parte de ese operador. La COFECO, sólo por 
mencionar un ejemplo importante, determinó que TELMEX utilizó su poder de mercado 
para, mediante obstáculos a la interconexión, lograr que su empresa relacionado TELCEL 
tuviera una ventaja de posicionamiento en el arranque de la telefonía celular. TELMEX 
logró el amparo, no porque la práctica no hubiera existido, sino porque los tribunales 
determinaron que esa práctica no estaba suficientemente caracterizada en la Ley, para 
considerarla ilícita. 
 
La regulación ineficiente e ineficaz del dominante ha significado que las 
telecomunicaciones sean relativamente caras en México, y que en el país la cobertura de 
esos servicios se haya quedado rezagada, incluso en comparación con países de menor 
grado de desarrollo
2. Esta situación sumamente preocupante, obliga a que la autoridad en 
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México replantee la estrategia de regulación frente al operador dominante, en una 
situación en la que siendo realistas no existe la posibilidad de adopción de medidas 
drásticas, como la de ordenar la fragmentación vertical (no sólo de la empresa sino del 
agente económico), o de retirarle sus concesiones, y es además necesario no destruir los 
incentivos para que el operador dominante siga invirtiendo allí donde es poco probable la 
inversión de otros. 
 
Por supuesto que un ambiente de fuerte competencia es uno de los estímulos más eficaces 
a la inversión. A fin de cuentas los monopolios suelen mantener baja la producción (y por 
tanto la inversión), con el objeto de que en el mercado suban sus precios. Pero por otro 
lado, la incertidumbre jurídica puede tener efectos depresivos sobre la inversión. Un 
regulador bien intencionado, pero incapaz de imponer una regulación eficiente para 
asegurar la competencia, puede obtener resultados contrarios a los buscados, si al intentar 
incrementar la competencia sólo logra incrementar la litigiosidad y la incertidumbre 
jurídica sin realmente aumentar la competencia.   
 
 
1. Experiencias en otros países 
 
En esta nota se plantean los pros y contras de diversas maneras de proceder en busca de 
una regulación eficiente del operador dominante. Primero se consideran brevemente 





1.1 Experiencia en los Estados Unidos
4 
 
La Unión Americana ha sido uno de los pocos países donde las empresas de 
telecomunicaciones siempre han sido privadas. Inicialmente la política de la empresa 
dominante AT&T (American Telephone and Telegraph) se orientó a comprar empresas 
telefónicas y resistirse a la interconexión. En 1934 se formó la Federal Communications 
Commission (FCC), que a pesar de ser creada como entidad independiente, pues desde un 
principio sus comisionados eran nombrados por el presidente de ese país, por periodos 
determinados durante los cuales no podían ser removidos
5, durante los primeros 30 años 
                                                                                                                                                 
telecomunicaciones en México en comparación con el de los demás países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico, véase  OECD, Communications Outlook, 2007, París, 2007. 
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Monopoly to Competition” Harvard University Press, 1994. y Huber, P., M. Kellogg y J. Thorne “Federal 
Telecommunications Law”, Aspen Law & Business, 1999. 
5 Sin embargo el presidente en turno de ese país elige a la mayoría de los comisionados, y designa al que ha 
de servir como presidente de esa Comisión. Además la duración del periodo de los comisionados es de 
cinco años, apenas uno más que el del presidente de ese país, el que frecuentemente es reelecto por otros 
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de ejercicio no inició procedimientos para revisar las tarifas interestatales y, por el 
contrario, en muchas instancias ayudó a prevenir la entrada de nuevos competidores.  
 
Los cambios fundamentales en la telefonía norteamericana no provinieron de la FCC sino 
de una instancia completamente dependiente del ejecutivo, como lo es el Departamento 
de Justicia (DoJ), que actuó a instancias de particulares, como sucedió en la introducción 
de la competencia en el servicio de larga distancia. En 1962, la empresa Microwave 
Communications, Inc. solicitó permiso a la FCC de montar una red de microondas entre 
San Louis y Chicago para ofrecer el servicio de larga distancia al público. La FCC ya 
había negado un permiso similar a GTE por considerar que sería una duplicación de la 
red de AT&T. Sin embargo, MCI argumentó que sus servicios eran “especializados” y 
que por lo tanto diferían de los provistos por AT&T. Finalmente la FCC autorizó la 
solicitud. 
 
En 1975, MCI introdujo el plan Execunet donde cualquiera de sus usuarios podía usar su 
línea privada para acceder a cualquier destino fuera del área local. AT&T presentó una 
queja porque el servicio era equivalente a una llamada conmutada, exclusiva de AT&T. 
La FCC le dio la razón y declaró que el plan de Execunet excedía la autorización que se 
le había otorgado. Sin embargo, MCI ganó en la Corte de Apelaciones, pues esa corte 
consideró que la FCC, al momento de otorgar el permiso, no había definido claramente 
las limitaciones del mismo
6. En vez de comenzar los procedimientos para redefinir el 
ámbito del permiso, la FCC cambió de política permitiendo la competencia en larga 
distancia. 
 
Desde 1973, AT&T cuestionó públicamente las políticas procompetitivas del FCC, lo que 
originó que el Departamento de Justicia (DoJ) abriera una investigación. En ella se 
determinó que AT&T participaba en tres mercados: telefonía local, larga distancia y 
equipo en las instalaciones del usuario final. Se consideró que era legítimo que AT&T 
detentara poder de mercado en la telefonía local, pero que era ilegal que lo usara para 
limitar la competencia en los otros dos mercados. Es particularmente interesante que el 
caso del Departamento de Justicia estaba en parte basado en la convicción de que la FCC 
no estaba regulando adecuadamente a AT&T, y que esto contribuía a limitar el desarrollo 
de los competidores. Que no era que estuviera trabajando para los objetivos de AT&T 
sino que estaba rebasada por el abuso del proceso por parte de AT&T. Que esta última 
empresa abusó de sus derechos con el objetivo de incrementar los costos de los 
competidores. En 1978 fue designado el Juez Harold Green y el juicio comenzó a 
principios de 1981. 
 
Es interesante señalar que la posición del Departamento de Justicia no fue compartida en 
todo el Gobierno. Cabe recordar que previo al inicio del juicio entró el gobierno de 
Ronald Reagan, poco favorable a la intervención estatal. De hecho, lo que facilitó que el 
DoJ llevara a cabo el procedimiento fue que los líderes de las Secretarías de Estado no se 
podían poner de acuerdo en el remedio, y el presidente declinó participar. 
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el fondo del asunto. 12/02/2008  5
Simultáneamente al juicio, el Departamento de la Defensa y el de Comercio buscaron un 
arreglo a través del Congreso que previniera la desincorporación de AT&T. Tuvieron 
éxito en el Senado pero no en la Cámara de Diputados. 
 
AT&T requirió la opinión del Magistrado. El Juez Green emitió una opinión detallada 
donde analizó con detalle toda la evidencia presentada. Mostró que estaba convencido de 
la credibilidad del caso presentado por el Departamento de Justicia y que veía muy difícil 
que AT&T pudiera refutarlo. Finalmente la empresa aceptó la solicitud del DoJ de 
proceder a la desintegración. Para AT&T, además de prevenir ser declarada culpable, el 
acuerdo mejoró su posición negociadora en los detalles de la desincorporación. Se ha 
comentado que la separación de las empresas de telefonía local no se hubiera consumado, 
porque habría sido inaceptable para AT&T, si no existiera un subsidio cruzado de la 
telefonía de larga distancia hacia la local. Es decir, que los precios del servicio de larga 
distancia, con el que se quedó ATT después de la partición, eran elevados y determinaban 
que hubiera un excedente en ese servicio, mientras que el servicio local era deficitario.  
 
Al separar la telefonía local de la de larga distancia se terminaron los incentivos, en la 
prestación de servicios de interconexión, para incrementar los costos de los operadores de 
larga distancia independientes. La separación de las empresas de telefonía local en 22 
empresas locales facilitó su regulación. Además del mercado de larga distancia, las 
empresas telefónicas locales tenían prohibido participar en los mercados competitivos de 
manufactura de equipo y provisión de servicios de información. El proceso  de separación 
se realizó en dos años y se completó el primero de enero de 1984. 
 
Las empresas de telefonía local, conocidas como Bell Operating Companies (BOC) 
buscaron eliminar las restricciones impuestas para su participación en mercados 
competitivos, a través de recursos legales y cabildeo con los reguladores y el Congreso. A 
partir de 1991 se les permitió participar en los mercados de servicios de información. En 
1996 se modificó la Ley de Telecomunicaciones, estableciendo que la FCC permitirá a 
las empresas de telefonía local entrar al mercado de larga distancia cuando se cumplan 
ciertas condiciones, que aseguren la competencia en su mercado local. Las condiciones 
fueron la interconexión en términos de compensación recíproca, la desagregación del 
bucle local (el par de cobre) y la implantación de los servicios de reventa. 
 
Sin embargo, la implementación de la nueva ley ha sido lenta debido a que las empresas 
telefónicas locales se han opuesto a la misma, promoviendo juicios contra las 
interpretaciones de la FCC, pues consideran que favorece excesivamente a sus 
competidores.  
 
En el mes de junio del 2000, el 46.6% de las áreas correspondientes a los códigos 
postales, carecía de competidores en telefonía local. Para el mismo mes del 2006 dicho 
porcentaje se redujo al 17.7%
7. En diciembre de 1999 el porcentaje de las líneas ofrecidas 
por competidores mediante la reventa disminuyó del 42.9% al 23.9%, y la participación 
del alquiler del bucle local se incrementó del 22% al 42.1%
8 En dicho periodo, la oferta 
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de competidores con activos propios se incrementó marginalmente de 33.2% a 35.9%. 
Por otro lado, mientras las empresas telefónicas ya establecidas redujeron el número de 
líneas en 4% en promedio anual de 1999 al 2006, las de las nuevas empresas 




El acceso de los competidores al bucle local les ha permitido vender el servicio de 
Internet de banda ancha (DSL) combinado con servicios de telefonía. Se han desarrollado 
tecnologías para proporcionar el servicio de Internet de banda ancha inalámbrico. Se han 
transformado las redes de televisión por cable para incluir la transmisión de voz y datos 
en dos vías
10. La digitalización de la telefonía inalámbrica, aunada a una competencia 
significativa en dicho mercado, ha propiciado la disminución de su precio, pudiendo 
eventualmente ser una alternativa que limite la posibilidad de incrementar los precios de 
la telefonía local fija. Por otro lado, con la autorización por parte de la FCC, para que se 
ofrezcan servicios de larga distancia a través de Internet se ha abaratado la oferta de este 
servicio, y se propició la integración vertical de las empresas sin que ello implique un 
riesgo para la competencia. Evidencia de lo anterior es que en el mes de junio del 2006, 
el 50.5% de los accesos de banda ancha son proporcionados por competidores de las 
telefónicas tradicionales (BOC). 
 
Resumiendo lo descrito hasta ahora, el desarrollo tecnológico propició la apertura de la 
competencia en un tramo de las telecomunicaciones de voz, la larga distancia. 
Dificultades en la capacidad del regulador para obligar al agente dominante a dar acceso 
a sus competidores en el mercado de la larga distancia propiciaron que acciones 
promovidas por el DoJ resultaran en la desintegración vertical del monopolio, lo que 
facilitó el desarrollo de la competencia. Posteriormente, buscando extender la 
competencia en la telefonía local, se reformó la Ley de Telecomunicaciones de 1996, 
dando un papel preponderante al regulador en la promoción de la competencia en las 
telecomunicaciones.  
 
Sobreposición de la regulación sectorial y las leyes de competencia. 
 
Un pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos, a partir de una 
queja presentada contra una telefónica (Verizon vs. Trinko
11), ha desencadenado una 
fuerte controversia sobre la dirección que está tomando el Poder Judicial en Estados 
Unidos en relación con la aplicación de las políticas de competencia, particularmente en 
lo relacionado con problemas de acceso, que tiene consecuencias con la interrelación del 
ámbito de competencia con las autoridades regularorias. Como el caso de sobreposición 
de diversos ordenamientos es también discutido en el contexto mexicano, es conveniente 
considerar la resolución norteamericana en comento, que de alguna manera limita la 
aplicabilidad de las reglas de competencia, cuando existen regulaciones sectoriales que 
atienden precisamente a la protección y promoción de la competencia. 
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La denuncia fue contra Verizon (antes Bell Atlantic), que es una empresa telefónica 
regional resultado del desmembramiento del la AT&T a principios de los ochenta. De 
acuerdo con la ley de telecomunicaciones tiene la obligación de dar acceso a sus 
competidores al bucle local (par de alambre de cobre desde el cliente hasta la central 
telefónica). Law Offices of Curtis V. Trinko L. L. P. es un despacho de abogados en 
Nueva York que tenían contratado los servicios de telefonía con AT&T, empresa que, al 
igual que otras telefónicas, tuvieron problemas con Verizon en el cumplimiento de 
obligaciones de acceso de esta última
12. Las empresas telefónicas presentaron una queja 
ante las autoridades sectoriales. El resultado de los procedimientos fue que se impusieron 
obligaciones que permitieran supervisar mejor el cumplimiento de las obligaciones de 
acceso y Verizon estuvo de acuerdo en pagar 3 millones de dólares a la Tesorería de 
Estados Unidos y 10 millones a las empresas afectadas. En junio del 2000 se declaró que 
Verizon cumplió lo establecido. El despacho de abogados Trinko presentó, un día 
después de haber entrado en vigor el decreto firmado con la FCC, una queja ante el juez, 
en nombre propio y de otros clientes de AT&T afectados indirectamente (“class action”), 
por el comportamiento de Verizon. El Juez en primera instancia desechó el caso, el 
tribunal de revisión la aceptó en la parte de competencia. Sin embargo, como implicó una 
contradicción de tesis con respecto a la decisión de un juez en el 2000 (Goldwasser vs. 
Ameritech), la Suprema Corte de Justicia aceptó analizar el caso sólo al respecto de si la 
corte de revisiones se equivocó en la resolución relativa a la queja de Trinko. 
 
La práctica incurrida por Verizon según la resolución de la Suprema Corte consistió en la 
insuficiente asistencia en la provisión del acceso. Lo primero que analizó la corte fue si la 
ley de telecomunicaciones del 96 era aplicable para proteger los principios de 
competencia. Negó que la autoridad reguladora fuera competencia exclusiva del 
regulador sectorial, pues la misma ley de telecomunicaciones es explicita en que su 
aplicación no exime de la de las leyes de competencia (Sherman Act). Explícitamente 
evitó declarar la validez o invalidez del principio de activos fundamentales (“Essential 
facilities”); solamente dijo que en el caso dicho principio no era aplicable porque la 
obligación de Verizon surgía de la ley de telecomunicaciones y no de una relación normal 
de negocios. La parte más controversial de la resolución, es cuando discute si el caso 
actualizaba los supuestos de la Sección 2 de la Ley Sherman donde se prohíbe la 
monopolización. 
 
Según la Suprema Corte, el precedente relevante fue Aspen Skiing Co. v. Aspen High-
lands Skiing Corp., 472 U. S. 585, 601 (1985)
13. En su resolución, la Corte asentó que el 
                                                 
12 Curtis Trinko era cliente de ATT, quien le prestaba los servicios a través de las líneas de Verizon, a 
cambio de un pago. Trinko se quejó de que Verizon discriminaba contra los clientes de ATT mediante una 
menor calidad de las conexiones. Como se describe más delante, el tema al que finalmente se circuncribió 
la Suprema Corte fue el de si existía una obligación de Verizon bajo las leyes de competencia, en lo 
referente al acceso a competidores, adicional a la que se desprendía de la legislación sectorial. Como 
también se señala adelante, la repuesta de  la Corte fue negativa. Además fue una decisión unánime de los 
nueve ministros. 
13 En términos resumidos el caso fue el siguiente. Había en Aspen tres montañas acondicionadas para 
esquiar. Cada una era operada por una compañía distinta. Éstas vendían boletos por un día para esquiar en 
su propia montaña, o por seis días con acceso a las montañas de las otras compañías, lo que era valuado por 12/02/2008  8
derecho a negarse a cooperar con competidores es de aplicación general y sólo en casos 
muy excepcionales, como el de este precedente, implica una conducta anticompetitiva en 
términos de la Sección 2 de la Sherman Act. Que el caso Aspen está dentro de los límites 
para ser considerado anticompetitivo y que el caso Trinko está más allá de los límites 
para considerarlo una violación a la Sherman Act. Para ello primero sostuvo que dado 
que no se acreditó que Verizon hubiera voluntariamente establecido el acceso no se 
mostró la intención de monopolizar. Que la obligación de dar acceso era una obligación 
impuesta por el regulador a un costo significativo para Verizon, y que no era evidente que 
la negativa implicara que buscara castigar utilidades por futuras rentas monopólicas. 
 
Por otro lado, sostuvo que en el análisis de competencia se tienen que tomar en 
consideración la estructura y las condiciones particulares de la industria. Al existir un 
regulador que está atendiendo efectivamente el problema se disminuye la probabilidad de 
algún daño por errores en la aplicación de las leyes de competencia. 
 
La resolución de la Suprema Corte ha generado críticas interesantes. Para algunos 
autores
14, la resolución implica un cambio del paradigma de Aspen, donde se considera 
que negarle el trato al competidor es violatorio de la Sección 2 a menos que existan 
razones de negocio válidas, que en el nuevo paradigma se cambia la carga de la prueba, 
pues ahora se reconoce el derecho de las empresas monopólicas a denegar el trato y 
donde las excepciones son difíciles de probar. En la interpretación de esos autores, en 
Aspen son menos claros los efectos anticompetitivos de la práctica que en el caso de 
Trinko. La resolución también ha sido criticada por la inconsistencia con respecto a la 
resolución del Juez Green que desmembró a AT&T
15, pues se considera que de haberse 
aplicado el mismo criterio en la década de los ochenta, Estados Unidos ahora tendría un 
solo operador de telefonía. 
 
La resolución de la Suprema Corte deja muchos aspectos no muy definidos pues no se 
discute la relación del razonamiento del caso Trinko con el de US vs AT&T. Sin 
embargo, resulta relevante notar ciertas diferencias. En primer lugar, un argumento 
fundamental en US vs AT&T fue la inefectividad del regulador para resolver los 
problemas de competencia, por lo que puede no existir cambio de criterio. Por otro lado, 
las condiciones de los mercados son distintas entre los casos de AT&T y Verizon en 
cuanto al efecto anticompetitivo. También otros autores sugieren que los términos de 
interconexión pueden ser tan distintos, dependiendo del nivel de desagregación del 
elemento de la red
16, que expliquen las diferencias entre ambos casos. Es importante 
                                                                                                                                                 
los usuarios, pues añadía diversidad al servicio. Con el tiempo una empresa adquirió la montaña de otra y 
adquirió y acondicionó un tercera. Es decir, una empresa tenía tres montañas y la otra sólo una. La empresa 
con tres montañas comenzó a vender boletos con acceso sólo a sus tres montañas, y a discriminar en 
calidad de servicio contra los demandantes de boletos con acceso a todas las montañas, incluyendo la del 
competidor. La demanda por los boletos de este último se desplomó, como consecuencia. La Corte 
determinó que tal comportamiento era ilegal. 
14 Fox, E. “Is There Life in Aspen After Trinko? The Silent Revolution of Section 2 of the Sherman Act”, 
Antitrust Law Journal, 73, 2005. 
15 Brennan, T. “Trinko v. Baxter: The Demise of U.S. v. AT&T”, Antitrust Bulletin, Vol. 50. 
16 Spulber, D. y C. Yoo, “Mandating Access to Telecom and Internet: The Hidden Side of Trinko”, 
Working Paper, 07-07, Vanderbilt University Law Scholl. 12/02/2008  9
tener presente que, a final de cuentas, los jueces buscan la mejor forma de resolver el 
problema concreto planteado en la queja. 
 
Dos corolarios resultan importantes: en primer lugar, la interacción entre autoridades de 
competencia y reguladores resultante en la resolución de la Suprema Corte de Estados 
Unidos es consistente con el esquema Europeo, del papel del regulador como primera 
agencia que busca resolver el problema (regulación ex ante) y la acción de las autoridades 
de competencia en casos no resueltos por el regulador (regulación ex post). En segundo 
lugar, para México, el análisis de la experiencia norteamericana es ilustrativo, pero los 
criterios resultantes no se pueden importar directamente a México sin considerar el 
distinto estado de la evolución del mercado.  
 
Lo anterior explica el porqué desde la decisión de fragmentar ATT, en Estados Unidos 
las autoridades de competencia se han mantenido un tanto al margen de intervenir en el 
sector de las telecomunicaciones. El papel activo lo ha desempeñado la autoridad 
sectorial. Esta por su parte ha tomado en cuenta criterios de competencia en sus 
resoluciones
17. Como se señaló arriba, en el Ley de 1996, por ejemplo, se determinó que 
los operadores de telefonía fija podrían reentrar al servicio de larga distancia siempre y 
cuando la FCC (es decir, la autoridad sectorial y no la de competencia) determinara que 
en sus respectivas áreas hubiera competencia en la telefonía básica. Esta atribución de la 
FCC fue confirmada por los tribunales de aquel país, a pesar de una férrea oposición de 
los operadores afectados. 
 
A lo largo del tiempo y en términos relativos, la regulación de las telecomunicaciones en 
la Unión Americana, no obstante ser relativamente poco independiente del Poder 
Ejecutivo en turno
18, en comparación con Europa; no puede ser considerada como un 
verdadero fracaso (como en México, que ha tendido a seguir el modelo europeo), no 
obstante que en ese país y a diferencia de la Unión Europea, no se ha buscado 
expresamente la regulación asimétrica ex ante de los operadores declarados dominantes 
en un procedimiento previo basado en la aplicación de las leyes de competencia. Más 
bien, en los Estados Unidos se inició la regulación (a partir del desmembramiento de 
ATT), suponiendo que todos los operadores existentes eran dominantes y sujetos a 
regulación distinta de la de los nuevos entrantes, y estableciendo luego procedimientos 
para eximir a algunos de esos operadores existentes (o incumbents) de la regulación, 
cuando se mostrara que existía competencia (es decir, al revés de cómo se hace en 
México y Europa). Parecería entonces que ese tipo de regulación (con declaración previa 
de dominancia), aunque deseable quizá en condiciones institucionales ideales, no es una 
                                                 
17 Existe una numerosa literatura sobre la evolución de las telecomunicaciones en el mundo y en particular 
en los Estados Unidos y en Norteamérica. Una buena fuente sobre el tema, desde una perspectiva téorico-
económica, es la colección de artículos editados en dos volúmenes: Martin E. Caves, Sumit K. Majumdar e 
Ingo Volgesang, editores, Handbook of Telecommunications Economics, Volume 1: Structure, Regulation 
and Competition, North-Holland, Ámsterdam,  2002; y S. Majudmar, I. Vogelsang, y M. Cave, Handbook 
of Telecommunications Economics, Volume 2: Technology Evolution and the Internet, North Holland, 
Ámsterdam, 2006. 
18 Como se apuntó antes, los comisionados de la FCC sólo son nombrados por periodos relativamente 
cortos (5 años). El presidente en turno elige a la mayoría de los cinco comisionados (aunque sujetos a la 
confirmación del Senado), y escoge al que ha de fungir como presidente de la Comisión. 12/02/2008  10




1.2 Experiencia en Europa 
 
En Europa se siguió un camino un tanto diferente al de los Estados Unidos. En primer 
lugar, buen número de las telefónicas eran empresas estatales que luego se privatizaron 
como empresas verticalmente integradas, en las últimas décadas del siglo pasado. 
Después, en 1997, se determinó que las autoridades nacionales sujetaran a una regulación 
asimétrica a los operadores que tuvieran una participación de más del 25 porciento en el 
país respectivo. Sin embargo en 2002, se determinó que sólo serían sujetos de una 
regulación asimétrica los operadores con poder sustancial de mercado (o dominantes). El 
análisis para determinar los mercados relevantes y la existencia de poder en los mismos 




La decisión de eliminar la cláusula según la cual los operadores que alcanzaran una 
participación determinada (25%), serían objeto de una regulación asimétrica, fue 
ampliamente aplaudida por diversos observadores. La idea es la de que en la moderna 
Teoría del Antitrust, y a diferencia de los enfoques previos, una participación elevada de 
mercado, aunque generalmente una condición necesaria para que exista poder de 
mercado, no es una condición suficiente. En sentido contrario, el sujetar la regulación a 
porcentajes de mercado tiene la ventaja de reducir la incertidumbre de los operadores, 
respecto de si serán o no objeto de una regulación asimétrica, y probablemente podría 
también  reducir la litigiosidad que ha rodeado las declaraciones de dominancia no sólo 
en México, sino también en otros países, incluyendo a varios de la Comunidad Europea. 
 
El 24 de abril del 2002, la Comunidad Europea publicó una directiva
20 con el objetivo de 
reducir la carga de la regulación en el sector de las telecomunicaciones, de que su 
aplicación fuera tecnológicamente neutral,  y de que fomentara la competencia y 
protegiera los derechos de los usuarios. Mediante las Directrices dictadas por la 
Comunidad Europea y la supervisión que ejerce sobre cada una de las autoridades 
regulatorias nacionales (NRA, por sus siglas en inglés) se busca uniformar, a lo largo de 
la Unión, la operación de los mercados. El elemento fundamental de la regulación es que 
las medidas se aplican al agente que detenta poder sustancial en el mercado (SMP, por 
sus siglas en inglés). Las determinaciones del mercado y poder sustancial se hacen de 
acuerdo a los mismos principios de la normatividad de la política de competencia
21 
 
El 8 de mayo del 2003 se publicó la Recomendación sobre los mercados relevantes en 
telecomunicaciones que son susceptibles de ser regulados
22. Se limitaron a 18 mercados, 
7 correspondientes a mercados finales y 11 a mercados intermedios o de mayoreo. Sin 
                                                 
19 Directive 2002/21/EC y Commission Recommendation 2003/311/EC. 
20 Directive 2002/21/EC 
21 Commission Guidelines 2002/C 165/03. 
22 Commission Recommendation 2003/311/EC. 12/02/2008  11
embargo, es cada NRA  la instancia que tiene que definir el mercado y determinar si el 
agente al que se le aplicarán las regulaciones detenta SMP.  
 
Las medidas regulatorias que las NRA pueden implementar tienen que ser proporcionales 
a los objetivos identificados. Las opciones de política que pueden aplicar las NRA están 
previamente establecidas en las Directivas de la Comunidad. Entre las medidas que se 
pueden aplicar para los mercados de servicios al consumidor final está la regulación 
tarifaria
23. En los mercados de líneas y circuitos privados se pueden establecer 
obligaciones sobre la transparencia, no-discriminación y tarifas basadas en costos
24. En 
los mercados de acceso a servicios de otro proveedor de servicios telefónicos (por 
ejemplo larga distancia) se pueden establecer obligaciones de acceso a elementos de la 




En los mercados intermedios o al mayoreo, al agente con poder sustancial se le pueden 
imponer obligaciones de transparencia
26, de no discriminación
27, de llevar contabilidad 
separada
28, de interconexión y acceso a elementos de la red




En el 2006, se inició un procedimiento de revisión general de la regulación con el que se 
planea introducir algunos cambios. Por ejemplo la lista de mercados se redujo a una 
tercera parte de la anterior, eliminando la mayoría de los mercados finales. Asimismo, se 
busca otorgar capacidad de veto a la Comisión Europea sobre las medidas regulatorias 
emitidas por las NRA. Recientemente se presentó la propuesta ante el Parlamento 
Europeo para su aprobación
31.  
 
Al igual que en el caso de los EUA, no se puede considerar que la regulación europea sea 
ni de lejos un fracaso de la magnitud del mexicano. Pero tampoco hay evidencia clara de 
que el tipo de política que siguen en Europa, mediante la regulación asimétrica de 
operadores declarados previamente dominantes, sea superior a la de Estados Unidos. No 
obstante que la regulación de 2002 (y que entró en vigor en 2003), lleva cuatro años en 
vigor, muchos países de la Unión Europea no han sido capaces de emitir en su caso la 
respectiva regulación asimétrica. Algunos incluso ni siquiera han podido emitir una 
resolución en firme respecto de la dominancia
32. 
 
                                                 
23 Artículo 17 del Directive on Universal Service 2002/22/EC.  
24 Artículo 18 del Directive on Universal Service 2002/22/EC. 
25 Artículo 19 del Directive on Universal Service 2002/22/EC. 
26 Artículo 9 del Directive on Access and Interconexion 2002/19/EC. 
27 Artículo 10 del Directive on Access and Interconexion 2002/19/EC. 
28 Artículo 11 del Directive on Access and Interconexion 2002/19/EC. 
29 Artículo 12 del Directive on Access and Interconexion 2002/19/EC. 
30 Artículo 13 del Directive on Access and Interconexion 2002/19/EC. 
31 Para un recuento de los cambios experimentados por la regulación de las telecomunicaciones, y su 
comparación con las de los Estados Unidos, véase Damián Geradin y J. Gregory Sidak, “Chapter 13: 
European end American Approaches to Antitust Remedies and the Institutional Design in 
Telecommunications”, en S. Majudmar 2006, op. cit. 
32 European Electronic Communications Regulation and Markets 2005 (11th Report) COM(2006)68. 12/02/2008  12
Algunos operadores han frenado estas directivas de la autoridad regional mediante 
apelaciones en los tribunales, tal como ha sucedido en México con TELMEX. La 
autoridad regional ha manifestado también su preocupación de que algunos reguladores 
nacionales se estén mostrando demasiado deferentes de los intereses de los operadores 
dominantes, en detrimento de los consumidores. Las dificultades enfrentadas en Europa 
parecen indicar que la regulación asimétrica mediante declaración previa de dominancia, 
no sólo no es una condición necesaria de una regulación eficaz y eficiente. Podría no ser 
tampoco una condición suficiente. En casos extremos podría convertirse en una traba 
para la emisión de regulaciones necesarias, si la declaratoria es considerada en la Ley 
como condición necesaria de la regulación, y el operador dominante logra dejar esa 
declaración sin efecto ante los tribunales. 
 
 
1.3 Experiencia en México. 
 
En el derecho administrativo mexicano, cuando un agente está inconforme con lo 
decidido por la autoridad, tiene derecho a presentar su queja ante el Poder Judicial. El 
juez analiza entonces si el acto de la autoridad, reclamado por la parte quejosa, cumple 
con los requisitos legales. Esto es, no suplanta la competencia de la autoridad regulatoria. 
Sin embargo, como se mostrará más adelante, a diferencia del juez Green en Estados 
Unidos, al no ser en la práctica parte de las tareas del juez el análisis de fondo de la 
competencia económica, resoluciones que se fundamentan en detalles de procedimiento, 
no fundamentales, son utilizadas para bloquear la posibilidad de regular al agente con 
poder de mercado. A continuación se describirá brevemente el intento fallido (hasta 
ahora) de declarar a Telmex como agente dominante. 
 
Para efectos de que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) pudiera emitir 
reglas para la regulación asimétrica del agente con poder sustancial (Artículo 63 de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones), el 4 de diciembre de 1997 (AD-41-97
33) la 
Comisión Federal de Competencia (CFC) emitió una resolución preliminar declarando 
que Teléfonos de México, S. A. de C. V. (TELMEX), detenta poder sustancial en cinco 
mercados relevantes (telefonía local, telefonía de larga distancia nacional, telefonía de 
larga distancia internacional, transporte interurbano y acceso). En dicha resolución se le 
otorgó un plazo de 30 días hábiles para que manifestara lo que a su derecho conviniera y 
ofreciera los medios de prueba que considerara pertinentes. 
 
Dentro del plazo concedido, TELMEX presentó un escrito donde sólo se afirmó lo 
siguiente: 
 
Desde luego, dejamos constancia de nuestra inconformidad con dicha resolución, en virtud 
de que, el procedimiento en que se hace se inició, tramitó y concluyó sin audiencia de nuestra 
parte y en contravención a la normatividad constitucional y a la legislación secundaria 
aplicable. Por tanto, hacemos expresa reserva de nuestros derechos para plantear las 
impugnaciones y recursos que correspondan en la vía y forma que proceda y ante las 
autoridades competentes. 
 
                                                 
33 Comisión Federal de Competencia, Gaceta núm. 10, Año 4, mayo-agosto del 2001. 12/02/2008  13
En la sesión del Pleno  de la CFC del 19 de febrero de 1998 se resolvió ratificar la 
resolución preliminar. Dicha ratificación fue comunicada a TELMEX mediante un oficio 
del Secretario Ejecutivo  de la Comisión fechado el 21 de abril del mismo año. Tres días 
después, el representante legal de TELMEX interpuso un recurso de reconsideración que 
fue tramitado bajo el índice RA-15-98. En el Pleno 17 de julio de 1998 fue declarado 
procedente pero infundado.  
 
TELMEX promovió un juicio de amparo contra dicha resolución, el cual fue 
resuelto en segunda instancia, por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito el 11 de mayo del 2001
34. En su sentencia, el Tribunal 
consideró lo siguiente: 
 
Por
- consiguiente, la sola circunstancia de que no existan por escrito las razones, motivos y 
circunstancias por las que la autoridad determinó ratificar la resolución preliminar, genera 
que su actuación se torne inconstitucional al encontrarse viciada de ilegalidad por 
inobservancia de lo dispuesto por el artículo 33, fracción IV, de la Ley Federal de 
Competencia Económica, donde se establece la obligación de que la comisión dicte la 
resolución pertinente, con que, en definitiva, concluya el procedimiento administrativo de 
investigación que en materia de competencia instauró contra la peticionaria. 
No es obstáculo a la determinación anterior el que los integrantes del Pleno de la Comisión 
Federal de Competencia en su informe con justificación manifiesten que es factible conocer 
el contenido de la ratificación, ... resulta que, inclusive, circunscribiéndose al propio 
concepto, en estricto apego a la garantía de legalidad y al referido artículo 33 de !a Ley 
Federal de Competencia Económica, la autoridad debió señalar por escrito las razones y 
motivos específicos por los que decidió "aprobar o confirmar" su declaración preliminar, 
máxime que también se encontraba obligada a tomar en consideración los argumentos de 
inconformidad que !a quejosa formuló en ejercicio de su derecho de audiencia. 
 
Cabe notar que dado que la información relevante se encontraba en el dictamen 
preliminar, que fue del conocimiento de TELMEX, la resolución no le previno de contar 
con los elementos suficientes para su defensa. La ejecutoria se cumplió con las 
resoluciones del Pleno, ambas emitidas el 21 de mayo del 2001, donde se decretó 
fundado el recurso y se emitió una nueva resolución donde se declara que Teléfonos de 
México es un agente económico con poder sustancial en los mercados de telefonía básica 
local, servicios de acceso, larga distancia nacional, transporte interurbano, y larga 
distancia internacional.  
 
Inconforme con la resolución mencionada, TELMEX interpuso un recurso ante la CFC 
contra dicha declaratoria, que fue tramitado bajo el expediente RA-36-2001. El 23 de 
agosto del 2001, el Pleno resolvió que el recurso era inatendible, particularmente en su 
sexto concepto de agravio, donde se impugnan la definición de los mercados y la 
determinación del poder sustancial, “...toda vez que Telmex en su escrito de fecha diez de 
febrero de mil novecientos noventa y ocho no desvirtuó el oficio que lo declara con poder 
sustancial, sino que pretende hacer valer dichos argumentos en el recurso de 
reconsideración, el agravio resulta inatendible.”  
                                                 
34 Expediente judicial 721/2000. 12/02/2008  14
 
TELMEX promovió un juicio de amparo, entre otras cuestiones, porque en la resolución 
se omitió analizar el sexto agravio donde cuestiona la clasificación de mercados y 
existencia de poder sustancial. El 27 de mayo del 2003 el Juzgado Primero de Distrito en 
Materia Administrativa en el Distrito Federal
35 otorgó el amparo para efectos de que se 




Cabe hacer hincapié en que los medios de defensa fueron instituidos por el legislador para 
dar oportunidad a las partes de solicitar ante la autoridad que corresponda (la propia 
autoridad o su superior jerárquico) la revisión de las resoluciones dictadas, con el objeto de 
que sean modificadas o revocadas; también por el efecto del recurso, al resultar infundados 
los argumentos, la resolución puede ser confirmada. 
 
Por todo lo anterior, es válido que en el recurso de reconsideración Teléfonos de México 
impugne consideraciones (causa eficiente) que sirvieron de base a la Comisión Federal de 
Competencia para resolver que tal empresa es un agente económico con poder sustancial en 
cinco mercados relevantes, no obstante que en el procedimiento natural no haya realizado 
manifestaciones ni ofrecido pruebas contra la predeclaratoria, toda vez que esa causa 
eficiente forma parte de la resolución definitiva y, por ende, de la litis en el recurso de 
reconsideración por existir agravio en su contra, y la autoridad que resuelva ese medio de 
defensa está obligada a realizar el examen de la impugnación con base en los elementos de 
prueba que tomó en cuenta al resolver respecto de esa declaratoria. 
 
Es decir, contrario a lo que sostiene la autoridad responsable, en el recurso de 
reconsideración sí pueden ser materia de estudio los temas relativos a la clasificación de 
mercados relevantes y a la determinación de poder sustancial de la empresa en tales 
mercados, porque las consideraciones que los sustentan, como se dijo anteriormente, 
constituyen la causa eficiente que rige la resolución del procedimiento natural. 
 
Pero el análisis de dichos temas debe hacerse a partir del material probatorio que exista en el 
expediente; es decir, únicamente el que consta en el procedimiento hasta el momento en 
que concluyó el plazo para ofrecer pruebas. 
 
El Tribunal Colegiado
36 confirmó la sentencia en primera instancia. Dicha confirmación a 
la letra señala: 
 
Así, considerando que la autoridad responsable dejó de analizar bajo una premisa 
equivocada, el argumento que hizo valer la parte quejosa en el sexto agravio del recurso de 
reconsideración interpuesto en contra de la resolución de veintiuno de mayo de dos mil uno, 
dicha comisión produce una violación a las garantías de legalidad, seguridad jurídica y 
fundamentación y motivación, establecidas en los artículos 14 y 16 constitucionales, en 
relación con el principio de congruencia y exhaustividad que debe guardar toda resolución. 
 
En consecuencia, se debe conceder el amparo y protección de la Justicia de la Unión a la 
quejosa y a efecto de restituirla en las garantías violadas, con fundamento en lo dispuesto en 
el artículo 80 de la Ley de Amparo, la autoridad responsable debe dejar insubsistente la 
resolución reclamada y emitir otra en la que subsane la omisión apuntada. 
 
                                                 
35 Expediente Judicial 907/2001. 
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El 1 de julio del 2004, se dejó sin efectos la resolución del 23 de agosto del 2001, 
exclusivamente en lo relativo al Sexto Concepto de Agravio; se analizaron los 
argumentos de dicho agravio expresado por TELMEX, y se declaró infundado el recurso 
interpuesto. Sin embargo, el 27 de agosto del 2004, el Primer Tribunal Colegiado 
consideró que con dicha resolución no se cumplió la ejecutoria, pues “...la obligación de 
la autoridad responsable estriba en emitir una sola resolución en la cual se contenga el 
análisis de todos y cada uno de los agravios esgrimidos por la aquí quejosa dentro del 
recurso de reconsideración, ya que no es factible que prevalezcan dos resoluciones sobre 
una misma litis.” 
 
En consecuencia de lo anterior se  determinó que la CFC “...debe dejar insubsistente en 
su totalidad la resolución de veintitrés de agosto de dos mil uno, dentro del expediente 
RA-36-2001, así como la diversa resolución de dos de julio de dos mil cuatro dictada en 
los mismos autos, y emitir una, en la que se refiera al análisis de todos y cada uno de los 
agravios hechos valer por la parte quejosa en el recurso de reconsideración, haciendo 
referencia que en la nueva resolución que dicte tiene la posibilidad de reiterar los 
argumentos de derecho que otrora hiciera valer y sobre los cuales la superioridad se ha 
pronunciado con anterioridad, y estudiar las nuevas consideraciones relativas al sexto 
agravio aducido por la aquí quejosa dentro del recurso de reconsideración...” 
 
El 14 de septiembre del 2004, la CFC confirma la resolución del 21 de mayo analizando 
todos y cada uno de los agravios. Telmex solicita y obtiene nuevo amparo en contra de 
dicha resolución, el 21 de julio del 2006 en el Juzgado Primero de Distrito en Materia 
Administrativa
37, alegando que la CFC no probó los supuestos que acreditan el poder de 
mercado. El 12 de enero del 2007, el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa  del Primer Circuito
38, no obstante  considerar que la jueza en primera 
instancia se excedió en sus funciones, confirmó que el expediente AD-41-97 carece de 
sustento probatorio. Esto es porque no se aceptó que sea público y notorio que Telmex en 
1997 detentaba el 100% de telefonía local y del mercado de interconexión, y una mayoría 
significativa del transporte interurbano y de las llamadas de larga distancia nacional e 
internacional. 
 
La Comisión Federal de Competencia decidió no continuar entonces con los 
procedimientos. Aunque se habla de que es posible que inicie los procedimientos para 
una nueva declaratoria. Durante todos esos procedimientos, que consumieron casi toda 
una infructuosa década, la discusión y las actuaciones se concentraron en cuestiones de 
mero procedimiento, sin atacar el fondo del asunto. No se puede acusar de ello a los 
jueces, quienes en su mayoría no hacen sino tratar de aplicar el Derecho existente. 
Algunos funcionarios de la Comisión en su momento se dedicaron a atacar una supuesta 
ineficiencia e ineficacia del Sistema Judicial Mexicano. Pero esto no es constructivo. 
Difícilmente se reformaría de fondo una institución añeja como el Amparo, sólo por las 
dificultades que han encontrado los reguladores para desempeñar sus oficios. Es mejor 
buscar reformas de la reglamentación y la legislación que hagan menos vulnerable la 
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actuación de las autoridades al abuso por parte de los regulados de las instancias 
judiciales, pero sin que dejen de atenderse los legítimos derechos tanto de los regulados, 
como de la sociedad en su conjunto. A esto se avocan las próximas secciones. 
 
 
2. Opciones para México 
 
Ante el fracaso de la autoridad mexicana para imponer una regulación asimétrica 
mediante la declaración previa de dominancia, es conveniente (incluso necesario), 
replantearse la estrategia que se ha seguido hasta ahora
39. Para disminuir las barreras a la 
entrada se requiere hacer modificaciones a la Ley de Telecomunicaciones  (y no insistir 
quizá tanto en la aplicación de criterios de la Ley de Competencia para declarar al 
operador dominante y así sujetarlo a una regulación asimétrica). Hay mucho que se puede 
hacer sin necesidad de una regulación asimétrica. Por ejemplo, para fortalecer la figura de 
los comercializadores y definir de manera más detallada y concluyente, en la propia 
legislación sectorial, los mercados donde se aplicará la regulación (sin que 
necesariamente haya siempre una declaración de dominancia). Aquí se consideran las 
siguientes opciones para la autoridad (incluyendo la de seguir por el camino actual) y al 
final de la sección se propone una definición de mercados similar a la considerada por la 
Unión Europea en su Recomendación del 2003
40: 
 
1.  Volver a intentar una nueva declaratoria de dominancia 
2.  Proponer reformas a la Ley para que la regulación de dominancia pueda 
ser impuesta a operadores que rebasen una cierta participación de 
mercado 
3.  Proponer reformas a la Ley para que la autoridad pueda imponer 
regulaciones a todos los operadores sin distinción de poder de mercado, 
pero buscando que el tipo de regulación, por su naturaleza, afecte más al 
operador dominante que al resto 
4.  Igual que la opción anterior, pero salvando la asimetría, mediante la 
facultad de eximir de la regulación a operadores que no alcancen cierta 
participación 
5.  Igual que la opción anterior, pero haciendo obligatoria (en vez de 




                                                 
39 Las dificultades y fracasos que ha experimentado México en cuanto a la regulación moderna y eficaz de 
sus telecomunicaciones, no le son exclusivos. Problemas similares han enfrentado otros países, lo que hace 
recomendable buscar opciones particulares. Respecto de este problema enfrentado por los países en 
desarrollo, véase por ejemplo el estudio de Pablo T. Spiller, “Chapter 15: “Institutional Changes in 
Emerging Markets: Implications for the Telecommunications Sector,”, en M. Cave, 2002,  op. cit. 
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2.1 Una nueva Declaratoria de Dominancia 
 
Después de casi una década de intentos fallidos por imponer este tipo de regulación no es 
claro que seguir por este mismo camino sea la opción adecuada. Más aun, el fracaso con 
la declaratoria anterior puede servir de antecedente para el enfoque de las cortes ante una 
nueva declaratoria de dominancia. De acuerdo con la tradición jurídica mexicana, los 
antecedentes son importantes en las resoluciones de los tribunales. Pero aun cuando en 
esta ocasión se ganara, es probable que los procedimientos volvieran a tardar una década 
con el consecuente daño acumulado al proceso de competencia.  
 
Por ello, en caso de que se decidiera ir por esta opción, se recomienda que 
simultáneamente se persiga otro tipo de regulación. Para que además de la regulación 
asimétrica por dominancia, fuera posible efectuar una regulación no asimétrica, sería 
necesario que ambos tipos de regulación, simétrica y asimétrica, fueran permitidos por la 
Ley, por lo que será necesario en su caso incluir ambos tipos de regulación al proponer 
reformas legales. El contenido de esa regulación simétrica sería tal que afectaría más al 
dominante que a sus competidores. Esa regulación buscaría facilitar el acceso, evitar la 
discriminación (mayor neutralidad de redes), y orientación a costos.  
 
Si en el futuro la regulación asimétrica quedara firme ante los tribunales
41, entonces si se 
buscarían las reformas legales que prohibieran la regulación no asimétrica o generalizada. 
Pero hacerlo antes de que eso suceda, corre el riesgo bastante inminente, dadas las 
experiencias pasadas, de que se produzca un vacío regulatorio.   
 
Aun cuando es de preverse que también la regulación simétrica enfrente oposición por 
parte del dominante, al menos se ahorrará el tiempo para dejar en firme la declaratoria de 
dominancia y que como se vio, consumió una década. Después de la declaratoria de 
dominancia el operador afectado puede, de conformidad con nuestro sistema jurídico, 
oponerse después a las medidas regulatorias específicas que de esa declaratoria de 
dominancia se desprendieran, en un aparente cuento de nunca acabar. De ahí la 
importancia de que el marco jurídico no cierre las puertas a otro tipo de regulación, como 
en su momento sucedió con la legislación anterior, que eximía de regulación a todos los 
operadores, excepto al que fuera declarado dominante.  
 
 2.2 Regulación Asimétrica sin Declaración de Dominancia 
 
En esta opción se buscaría evitar la litigiosidad de la etapa de declaratoria de dominancia, 
haciendo que en la Ley se declare que cualquier operador que rebase una cierta 
proporción de mercado, pueda ser sujeto a medidas regulatorias específicas para ese 
operador. Como se mencionó arriba, en Europa se intentó este camino en 1997. Las 
críticas que desató esto, hicieron que se revisaran las reglas, y se restringiera la 
                                                 
41 En su caso, es seguro que la empresa dominante vuelva a oponerse en los tribunales a una declaración de 
dominancia, lo que en el mejor de los casos para el regulador, retrasaría durante años la posibilidad de 
imponer una regulación asimétrica. De ahí la necesidad de contemplar otras opciones en adición a, o en 
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regulación asimétrica solamente a operadores con poder sustancial de mercado, a partir 
de 2003. 
 
La ventaja de esta opción en México sería la de que en su caso evitaría la parte de la 
litigiosidad de la declaratoria de dominancia. Pero por otro lado, habría una gran 
oposición para que la legislación necesaria fuera aprobada en primer lugar. Dado que 
actualmente es un lugar común el que se mantenga que una participación elevada de 
mercado no es condición suficiente para que exista poder de mercado, a los detractores de 
dicha legislación les sería muy fácil sumar las opiniones incluso de observadores que 
reconocen la necesidad de regular por lo menos a los operadores dominantes en las 
telecomunicaciones.  
 
2.3 Regulación Simétrica 
 
Ante el fracaso palpable hasta ahora para imponer una regulación asimétrica, debe 
considerarse seriamente la opción de recurrir a una regulación generalizada, es decir, 
aplicable a todos los operadores. Las dificultades para imponer una regulación asimétrica 
han sido documentadas en muchos países en desarrollo, y se ha encontrado que en buena 
medida esas dificultadas tienen su raíz en una debilidad de sus instituciones. Dada la 
experiencia Europea, que ha tenido problemas para echar a andar este tipo de regulación, 
aunque sin caer en los extremos de países en desarrollo, el problema para instaurar una 
regulación asimétrica a partir de una declaratoria de dominancia, puede ser un problema 
generalizado, que afecte incluso a países desarrollados, y con instituciones jurídicas 
diversas.  
 
Debido a estas dificultades, algunos analistas han propuesto que los reguladores en países 
en desarrollo se concentren más en medidas regulatorias generalizadas, que por su 
carácter tiendan a mejorar las condiciones de competencia. Por su misma naturaleza, las 
medidas tendientes a facilitar y a abaratar la interconexión y el acceso a elementos 
desagregados de las redes, afectarán en principio más al operador dominante, pues este al 
disponer de una red mayor, quisiera excluir a sus competidores de las economías que les 
ofrecería el acceso a su red. No así los pequeños, para quienes es más importante acceder 
a la red del dominante, que mantener una cierta exclusividad de facto sobre la red propia. 
 
A manera puramente ilustrativa, se consideran aquí algunas disposiciones del tipo de las 
que podrían ser necesarias. Un articulado de la Ley para lograr los objetivos señalados 
arriba podría ser algo como lo siguiente: 
 
ARTÍCULO X: La autoridad tendrá la facultad de imponer regulaciones 
para asegurar el buen comportamiento de los mercados y fomentar la 
competencia en beneficio de los consumidores. 
 
ARTÏCULO XX: Las regulaciones que llegue a emitir la autoridad buscarán 
impedir la discriminación de trato y de precios por parte de los operadores, 
procurando la neutralidad respecto de redes y plataformas; facilitar el 
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condiciones equitativas de precio y calidad; y que las tarifas, tanto para 
competidores como consumidores, estén orientadas a costos. 
 
ARTÍCULO XXX. Cada operador podrá solicitar a otro operador tarifas 
especiales de mayoreo así como la venta desagregada de los componentes 
de los servicios ofrecidos. En caso de no existir un arreglo en 60 días a 
partir de la solicitud original, el operador respectivo podrá solicitar la 
intervención de la autoridad de conformidad con alguno de los siguientes 
tres artículos. 
 
ARTÍCULO XXXX. La autoridad determinará los servicios para los que los 
operadores deberán publicar precios al mayoreo, y cuidar que los mismos 
reflejen descuentos significativos respectos de los precios al menudo, de 
conformidad con los ahorros respectivos de costos, incluyendo la 
facturación y la cobranza. Para ello, los operadores deberán incluir en el 
registro de sus tarifas la desagregación de costos en las que se basan. 
 
ARTÍCULO XXXXX. La Autoridad determinará los servicios y las 
situaciones en las que los operadores deberán ofrecer de manera 
desagregada el acceso a sus redes.  Igualmente, los operadores deberán 
justificar los niveles de tarifas con base en costos. 
 
ARTÍCULO XXXXXX. La autoridad tendrá las más amplias facultades 
para rechazar las tarifas propuestas por los operadores, y en su lugar 
determinar las que considere convenientes para los objetivos señalados en el 
Artículo XX.  
 
         
2.4 Asimetría implícita 
 
Si se considera conveniente que se siga insistiendo en mantener la idea de la asimetría en 
la regulación, para exentar a los operadores pequeños, se podría añadir un artículo como 
el siguiente: 
 
ARTÍCULO Y. La autoridad podrá, a su criterio, exceptuar a algunos 
operadores que por su tamaño le manifiesten su incapacidad para cumplir 
con alguna regulación a un costo razonable, dado su nivel de operaciones.  
 
 
Otra opción, si se quiere restringir la discrecionalidad del regulador sería, en vez del 
anterior, incluir en la Ley un artículo como el siguiente: 
 
ARTÍCULO Z.  La autoridad exentará de la regulación a los operadores que 
a nivel nacional no tengan más de una participación de 20 porciento de las 
ventas del servicio directamente afectado por la regulación respectiva. 
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Nótese que el artículo anterior hace mención al servicio regulado en sí y no a su mercado 
relevante. La idea es evitar los problemas que la determinación de mercados relevantes 
causó en el pasado. Ambos artículos tendrían la ventaja de conservar parte de la asimetría 
que se pretendió con la Ley anterior. Su Riesgo es que sean detectados como una simple 
manera de presentar la misma legislación anterior, pero parafraseada de manera distinta. 
 
Sin embargo, se considera que en este caso el operador dominante tendrá menos 
oportunidades ante las cortes de lograr amparos. Ello porque en el caso de regulación 
asimétrica explícita, se estaría amparando contra medidas expresamente impuestas a él, 
mientras que cuando intentara ampararse contra excepciones concedidas a otros, su 
interés jurídico, desde un punto de vista formal, sería menos claro. Estaría intentando 
ampararse contra una facilidad concedida a un tercero, y no contra una decisión que le 
afectara directamente. Sin embargo el riesgo para el regulador de que el dominante logre 
ampararse siempre existe. En este sentido la regulación generalizada correría un menor 
riesgo de ser anulada en el corto y mediano plazos por los tribunales. 
 
 
3 Definiciones de Servicios Incluidos en la Regulación 
 
Independientemente de que se incluya o no una regulación asimétrica con declaración 
previa de dominancia, podría ser conveniente incluir a nivel de la Ley, la definición de 
mercados para la regulación. Esto podría ahorrar discusiones y amparos en caso de 
declaratoria de dominancia en mercados determinados, respecto de las definiciones del 
mercado relevante. Aun en el caso de que se decidiera no incluir una regulación 
asimétrica, la definición de mercados no estorbaría, y por el contrario serviría para 
determinar los alcances de la Ley. 
 
Cabe a este respecto señalar que la definición de mercados relevantes no es única, sino 
que debe servir para los propósitos particulares de cada caso. En especial, la literatura 
sobre el tema ha considerado las diferencias en la definición del mercado relevante para 
propósitos de análisis de concentraciones, y para el análisis de presuntas prácticas 
monopólicas
42. Asimismo, se puede argumentar que para propósitos de regulación la 
definición puede y debe ser diferente. Lo importante en este caso es que no se dejen fuera 
servicios que deben ser en principio objeto de la regulación contemplada en la Ley, y lo 
contrario para los que definitivamente deben quedar fuera. 
 
El elemento fundamental para el desarrollo de la competencia  en telecomunicaciones es 
la disminución de las barreras a la entrada de nuevos operadores. La segmentación en 
mercados, como la larga distancia, aunque facilita la entrada de competidores, las 
economías de red y la intima relación entre cada uno de los mercados ha requerido de 
regulación para permitir la entrada y desarrollo de la competencia.  
 
                                                 
42 Véase por ejemplo, Máximo Motta, Competition Policy: Theory and Practice, Cambridge University 
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México es de los pocos países miembros de la OCDE donde no se ha implementado 
medidas regulatorias que faciliten la desagregación de elementos de la red, lo que ha 
favorecido la excesiva concentración del mercado. 
 
Un primer escalón en la construcción de un mercado competitivo son los llamados 
comercializadores o revendedores, que son empresas que alquilan a otras empresas la 
infraestructura existente, y comercializan directamente con el consumidor final los 
servicios de telecomunicaciones, con su propia marca. Existen experiencias exitosas del 
desarrollo de la competencia a través de los comercializadores. Por ejemplo, en Estados 
Unidos el 22% de la competencia en la telefonía local es a través de comercializadores
43. 
En ese país se han desarrollado tres tipos de revendedores
44:  
 
•  Revendedores simples.- Operan como simples comisionistas para las empresas de 
telecomunicaciones. No realizan funciones de facturación y cobranza, que son 
realizadas por las propias empresas de telecomunicación. 
•  Revendedores puros.- No son propietarios de ruteadores, compran cantidades 
considerables de servicios conmutados que revenden bajo su propia marca. 
Reciben de las empresas de telecomunicaciones la información necesaria para 
realizar las labores de facturación y cobranza. 
•  Revendedores con activos.- Son propietarios de ruteadores, alquilan líneas del 
operador establecido y pueden ser propietarios de enlaces y alguna forma de 
cableado que los conecten con sus clientes. 
 
Para ello se requiere definir detalladamente en la Ley los mercados que serán regulados, 
que aseguren la rentabilidad de los nuevos participantes. Es importante resaltar que una 
regulación efectiva en los mercados a intermediarios sería en su caso preferible a la 
regulación a los mercados finales. En México la regulación de los mercados finales se 
volvió necesaria precisamente por el poco desarrollo de la competencia, en especial a 
través de esos intermediarios. Por ello es preciso que se regule la obligación y las 
condiciones en que se prestan estos servicios intermedios.  
 
A este respecto podría ser conveniente incluir en la Ley una definición de mercados 
similar a la adoptada por la Unión Europea en su Recomendación de 20043
45. Con ese 
propósito, pudieran incluirse en la Ley de Telecomunicaciones artículos similares a los 
siguientes: 
 
Artículo W. Los servicios para los que la autoridad tendrá la facultad de 
emitir reglas de conformidad con los demás artículos de esta Ley, serán los 
siguientes: 
 
(A) Servicios al Consumidor Final 
 
                                                 
43 FCC, “Local Telephone Competition: Status as June 30, 2006, p. 7. 
44 Tomado de Dodd, A. “The Essential Guide to Telecommunications” 3th Ed. Prentice Hall PTR, p. 167, 
2002 
45 Commission Recommendation 2003/311/EC. 12/02/2008  22
 
I.    Servicios de Acceso a la Red Pública Telefónica.- Consisten en la 
provisión de conexión a la red pública de telefonía fija, con el propósito de 
hacer o recibir llamadas de voz, fax o conexión al Internet de banda angosta 
(a través del marcado de un número).  
 
II.  Servicios de Telefonía Local Fija.- Consisten en el servicio de 
transmisión de voz, datos o imágenes, entre usuarios de una misma localidad. 
Las localidades pueden incluir una o varias centrales telefónicas
46. La 
comunicación puede ser a través de medios alámbricos o inalámbricos, y 
pueden ser ofrecidos a través de cualquier medio idóneo, incluyendo la red de 
Internet (VoIP). 
 
III.  Servicios de Larga Distancia Nacional e Internacional.- Consisten en el 
servicio de transmisión de voz, datos o imágenes, entre usuarios localizados 
en áreas de servicio local diferentes (LD nacional) o en diferentes países (LD 
internacional). También estos servicios podrán prestarse por cualquier medio 
idóneo, incluyendo el Internet 
 
 
IV.  Servicios de Circuitos, Enlaces Dedicados o Líneas Privadas.- 
Consisten en el servicio de transmisión de voz, datos o imágenes, de manera 
continua, entre dos locales para uso exclusivo de un mismo cliente. Este 
mercado incluye sólo líneas privadas que no serán usadas para proveer 
servicios de telecomunicaciones. Las localidades pueden estar en la misma 
área local, en distintas ciudades o distintos países.  
 
 
(B) Servicios a Intermediarios y Otros Operadores 
 
V.  Servicios de Marcado de Llamadas en Telefonía Fija.- Este servicio 
permite a nuevos competidores ofrecer a usuarios finales el servicio de 
telefonía fija. Por ejemplo, pueden ser operadores que ofrezcan telefonía por 
Internet (VoIP), sin tener que ser el proveedor del enlace a la red.  
 
VI.  Servicios de Terminación de Llamadas en Telefonía Fija.- También 
conocido como interconexión. Incluye el servicio que permite a clientes de un 
nuevo competidor comunicarse con clientes del operador establecido. 
 
VII.  Servicios de Transporte de Señales.- También denominado transporte 
interurbano. La delimitación ente los servicios de transporte interurbano y 
marcado de llamadas dependerá de la topología de la red. 
 
                                                 
46 Es el regulador, en México la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL), el que decide la 
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VIII.  Servicios de Acceso Desagregado a Elementos de la Red.- Permite a 
nuevos competidores ofrecer los servicios de voz, datos y acceso a Internet 
rentando al operador establecido el bucle local, esto es, los cables desde el 
local del consumidor hasta la central telefónica 
 
IX.  Servicios de Acceso a Banda Ancha (“Bitstream”).- Permite a nuevos 
operadores ofrecer conexión al Internet a usuarios finales. Puede ser de tres 
tipos: a) una simple reventa de los servicios sin implicar inversiones en 
infraestructura; b) el oferente del servicio al usuario final es propietario de 
una red pero alquila el bucle local y el enlace entre la central telefónica y su 
red; c) cuando alquila solamente el bucle local
47.  
 
X.  Servicios de Terminación de Circuitos, Enlaces Dedicados o Líneas 
Privadas.- Consiste en un enlace, sin administración, entre dos puntos. Puede 
ser usado por un nuevo entrante para dedicarse a proporcionar el servicio de 
líneas privadas al mercado final. 
 
XI.  Servicios de Tránsito de Señales de Circuitos, Enlaces Dedicados o Líneas 
Privadas.- Similares a los del inciso anterior,  y que pueden ser usados por un 
nuevo entrante para completar la infraestructura de su red. La delimitación 
entre los servicios de tránsito y terminación de circuitos o líneas privadas 
dependerá de la topología de la red. 
 
XII. Servicios de Acceso y Marcado de Llamadas en Telefonía Móvil.- 
Consisten en los servicios que permiten a un nuevo entrante usar la red de 
telefonía móvil existente para ofrecer, con marca propia, el servicio de 
telefonía móvil a usuarios finales. 
 
XIII.  Servicios de Terminación de Llamadas en Telefonía Móvil.- Permiten 
la interconexión tanto de las llamadas de otros operadores, como de las 
llamadas desde la telefonía fija.  
 
XIV.  Servicios de Roaming o Seguimiento de Llamadas de Telefonía 
Móvil.- Consisten en los servicios de seguir al usuario en regiones distintas a 
aquélla en la que contrató el servicio.  
 
 
XV. Servicios de Transmisión de Contenidos.- Consiste en la transmisión de 
señales de radio y televisión. En este caso la regulación en su caso distinguirá 
por tipo de medio (cable, satélite o TV y radio abierta), modo de transmisión 
(digital o analógico) y tipo de señal (radio o TV). 
 
 
                                                 
47 Es de esperarse que los nuevos competidores comiencen en el tipo a) para que posteriormente, 
cuando tenga una base de clientes suficiente, cambien al tipo b) y posteriormente a c). 
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ARTICULO WW: La autoridad tendrá plenas facultades para en cualquier 
momento determinar los alcances de la definición de cada uno de los 
servicios regulados, de  acuerdo con el artículo anterior. Los particulares 




4.  Esquema Institucional  
 
Como se describió en las secciones anteriores, es práctica común que los operadores 
utilicen todos los medios a su alcance para convencer a la autoridad de que actúe en 
defensa de sus intereses o, si no lo consiguen, bloquear, por medios judiciales, cualquier 
acción que facilite la entrada de nuevos competidores. El éxito de lo primero es 
comúnmente denominado captura regulatoria. Por otro lado, es claro que el principal 
perjudicado por dicha práctica es, a final de cuentas, el consumidor, que al estar 
diseminado en una multitud de individuos no es capaz de presentar una unidad con fuerza 
equivalente para la defensa de sus derechos. 
 
El sector de las telecomunicaciones se caracteriza por la rápida incorporación de 
innovaciones tecnológicas. En todo el mundo se están sustituyendo las redes conmutadas 
por redes de Internet pues el protocolo IP es mucho más barato y eficiente Asimismo, 
existen los incentivos para reemplazar el alambre de cobre por fibra óptica y se están 
cambiando las tecnologías para asegurar un uso mucho más intensivo del espectro 
radioeléctrico. Por lo que se requiere una regulación flexible y efectiva que pueda, 
además de incentivar la inversión privada, ir transformando sus reglas de manera acorde 
con los cambios del sector.  
 
Esto hace imperioso diseñar una institución reguladora, con capacidad técnica y con 
independencia del poder político, así como de los propios entes regulados, para que éstos 
no bloqueen el desarrollo del sector, y que a la vez tenga una representatividad 
balanceada de todos los involucrados en las telecomunicaciones (en especial los 
consumidores). Es importante tener presente que la autoridad regulatoria tiene que 
atender al agente dominante, y hacerlo de manera continua, por lo que en la práctica 
tiende a crearse un desbalance entre la representatividad del agente dominante y los 
intereses del consumidor final.  
 
Por otro lado, la efectividad de la acción del Departamento de Justicia de Estados Unidos, 
muestra que cierta dependencia del Poder Ejecutivo puede ser muy efectiva en la 
protección de los intereses del consumidor. Ese compromiso activo del Ejecutivo puede 
ser incluso más útil en condiciones de un escaso desarrollo institucional. En países como 
México, el poder de las agencias reguladoras es en comparación con el de los agentes 
regulados, bastante insignificante. De ahí la importancia de que se cuente con todo el 
poder del Ejecutivo para regular eficaz y eficientemente a los operadores dominantes. Por 
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administración pública, pudiera no ser eficaz. Pudiera resultar conveniente para sacar 
decisiones bien intencionadas, pero ineficaz para ponerlas en práctica. 
 
En México, muy probablemente sea inviable que el equivalente del Departamento de 
Justicia, la Procuraduría General de la República (PGR), se dedique a proteger el 
equilibrio entre el interés público y el de las grandes empresas dominantes. Pero el diseño 
actual de otorgar un papel a la SCT puede permitir cuidar dicho balance. En un ambiente 
de mayor democracia, es factible que un Ejecutivo Federal sea sensible a las necesidades 
del consumidor, y pueda servir de contrapeso a la sobre representación de los intereses 
del agente dominante ante la institución reguladora. Podrá haber etapas de negligencia 
regulatoria, debido al gobernante en turno, como se ha dicho de Estados Unidos durante 
algunas administraciones. Pero mejor tener una política que avance de manera 
intermitente, que una que sea bien intencionada siempre, a costa de ser ineficaz siempre, 
por no tener un apoyo político en condiciones institucionales en las que ese apoyo es 
indispensable para que las cosas se muevan. El principal beneficiario de la ineficacia es el 
operador dominante. El peor perjudicado, el consumidor. 
 
El otorgar toda la regulación de las telecomunicaciones a una sola institución puede tener, 
junto con sus innegables virtudes, ciertos inconvenientes muy importantes. En primer 
lugar, la falta de representatividad de los intereses de los consumidores y la sobre 
representatividad del agente dominante puede crear un sesgo similar a la captura 
regulatoria. Si un regulador, llamémosle comisionado, llega a ser capturado por el agente 
dominante, puede pasar mucho tiempo para evidenciar si ese comisionado, que también 
debería ser “representante de los intereses del consumidor”, no cumple cabalmente con su 
mandato, y puede resultar demasiado costosa y lenta su remoción.  
 
Se dice que la designación de comisionados inamovibles permite su autonomía. Pero en 
alguna medida, las presiones de los regulados porque se designen comisionados 
inamovibles que les sean afines, pueden cancelar esa ventaja. Con la complicación de que 
la remoción de esos elementos no sería fácil. Lo que hace prioritario que en la selección 
de comisionados se evite que se nombren personas que hayan estado muy vinculados a 
alguna de las empresas del sector. Por otro lado, es muy importante que la institución esté 
claramente obligada a rendir cuentas y que sea exigible su operación con transparencia. 
 
Tanto el modelo de una Comisión autónoma, con plena independencia del Ejecutivo y 
única responsable de la regulación de las telecomunicaciones, como el modelo opuesto, 
en que el Ejecutivo en turno, a través de una instancia como la SCT, es el responsable de 
esa regulación, tienen sus ventajas y desventajas relativas. En un país como México, un 
regulador autónomo, incluso si toma decisiones bien encaminadas y diseñadas, corre el 
riesgo de ser ineficaz, precisamente por su disociación del Ejecutivo. La autonomía hace 
diferencia cuando el regulador se opone al Ejecutivo. Pero en esa misma medida el 
regulador independiente puede debilitarse ante los regulados y ante las cortes. Por otro 
lado un regulador completamente dependiente del Ejecutivo, puede ser corrompido para 
que anteponga a los del consumidor, e incluso a los del dominante, los intereses políticos 
del grupo al que pertenece el gobernante en turno. 
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De ahí que un país como México debiera buscar una combinación que, en lo posible, 
maximice las ventajas y minimice las desventajas de ambos modelos extremos. Que a las 
ventajas de las decisiones independientes de un regulador autónomo, sume la eficacia 
relativa de una instancia gubernamental, con el apoyo decidido de los gobernantes. A esto 
pudiera contraponerse el argumento de que en cierta medida esta mezcla es la que ha 
operado en México, con la ingerencia paralela de la SCT y de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones (COFETEL). Más aun, se pude señalar el problema de las dos 
ventanillas que cuando no se contraponen, al menos se enciman, con la consecuente 
burocracia innecesaria. Sin duda es un argumento muy atendible que señala uno de los 
riesgos más importantes de tener dos instituciones involucradas. Lo que se requiere es 
una delimitación de responsabilidades con sanciones por invasión de atribuciones. 
 
Por ejemplo, a la SCT se le podría encargar del diseño y promoción de reformas legales y 
reglamentos, y de organizar la evaluación periódica del desempeño del sector, con 
participación de los sectores involucrados, en especial los competidores. A la COFETEL 
se le encargaría la aplicación de las políticas derivadas de las leyes y decretos. Toda 
proporción guardada, sería una división de funciones similar a la que existe entre la 
Comunidad Europea (emisión de directrices), y las autoridades regulatorias nacionales 
(implementación de las mismas). A los funcionarios de la SCT se les prohibiría discutir 
las resoluciones de la COFETEL sobre operadores particulares. Por supuesto, sería difícil 
detectar, no se diga sancionar, presiones sutiles. Pero el introducir una prohibición de esa 
naturaleza puede fortalecer al regulador independiente, para enfrentar en su caso esas 
presiones. 
 
Uno de los temas más relevantes, es el de quién se haría cargo de representar al interés 
público en las controversias judiciales. Una posibilidad es la de que la defensa de los 
ordenamientos legales, así como de los procedimientos de los que, en su caso, se deriven 
facultades de regulación asimétrica, sean función del Ejecutivo Federal a través de la 
SCT y la PGR, mientras que la defensa judicial de las aplicaciones concretas de esos 
ordenamientos sean materia de la COFETEL. Todo esto sin duda no estará exento de 
indefiniciones y hasta de enfrentamiento entre autoridades, problemas para cuya solución 
deberá involucrarse incluso el Presidente de la República, a lo que los defensores de la 
autonomía pondrán sin duda reparos. Pero en un mundo imperfecto, lo ideal en otros 
contextos es inalcanzable. Por ahora, lo que a México le urge es que haya algo de eficacia 
en la regulación, aunque esta no sea la mejor del mundo, en un contexto de vacío 
regulatorio en el que nadie regula eficaz y eficientemente al regulador dominante, con el 
consiguiente rezago de México en el desarrollo de sus telecomunicaciones, en 
comparación con países de igual, e incluso menor, nivel general de desarrollo.  
 
En ese sentido el diseño institucional de México, de tener una interrelación entre la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes y la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones, a pesar de los problemas cuando existe desacuerdo, tiene por lo 
menos la posibilidad de contrarrestar la posible captura regulatoria cuando el Titular del 
Ejecutivo, con todo su poder, decide enfrentase a los “poderes fácticos”. En este 
contexto, más que eliminar a una de las dos instancias (la dependencia federal o el 
regulador independiente), lo que se requiere es diseñar mecanismos que asignen de 12/02/2008  27
manera clara y transparente las atribuciones de cada una, y eviten en lo posible 




5.  La Autoridad de Competencia y su Ingerencia en las Telecomunicaciones 
 
Con respecto a la efectividad de la política de competencia, en un ambiente muy 
controvertido, se requiere de instituciones que den certeza de que se llegue a soluciones 
justas y oportunas. Aunque el impacto de la política de competencia rebase al campo de 
las telecomunicaciones, es una de las esferas de la autoridad que, junto con la del 
regulador sectorial, inciden o pueden incidir, favorable o desfavorablemente sobre el 
comportamiento de los agentes económicos del sector. Sin embargo, como se muestra 
con el caso de la declaración de dominancia, la autoridad de competencia ha mostrado 
poca eficacia, debido a cuestiones institucionales que la rebasan   
 
En un ambiente, donde se necesita tomar decisiones difíciles con información 
incompleta, el proceso de un juicio donde existe un juez que tiene distancia con las 
partes, y un procurador de justicia cuya función prioritaria es el cumplimiento de la ley, 
mostrando que existe un culpable que sancionar, y un defensor que su función prioritaria 
es mostrar que su cliente no es responsable de lo que se le acusa, es el mejor método de 
resolver una controversia de manera justa. 
 
En el derecho administrativo mexicano, cuando un agente está inconforme con lo 
decidido por la autoridad, tiene derecho a presentar su queja ante el Poder Judicial. El 
juez analiza entonces si el acto de la autoridad, reclamado por la parte quejosa, cumple 
con los requisitos legales. Esto es, no suplanta la competencia de la autoridad regulatoria. 
Sin embargo, ante información incompleta, y falta de especialización en la materia de 
economía, es fácil que en sus resoluciones dé más peso a aspectos de procedimiento, que 
sí conoce, que a pronunciarse sobre una materia con la que no está muy familiarizado. 
Cabe notar que los abogados que aspiran a jueces no tendrán los mismos incentivos a 
capacitarse en economía si su ámbito profesional siempre estará circunscrito al aspecto 
formal legal. 
 
Por otro lado, como se discutió anteriormente, en Estados Unidos, casos difíciles, como 
el que concluyó con la desintegración vertical de AT&T, resultó muy eficaz para la 
autoridad, llevarlo como procurador ante un juez. Entonces es posible que en México, en 
el mediano plazo, pueda incrementarse la efectividad de la política de competencia en 
casos difíciles si se cambian las funciones de la CFC a ser procurador de la competencia 
En ese caso el juez tendrá la obligación de proteger el proceso de competencia, y no a 
ceñirse a puras cuestiones de procedimiento, con el incentivo perverso a regresar, una y 
otra vez, los casos para que vuelvan a ser procesados en la esfera administrativa, sólo por 
cuestiones de procedimiento. 
 
Por otro lado, la interpretación de que no es de la competencia de los jueces la 
interpretación de la Ley Federal de Competencia Económica (LFCE), lleva a la 12/02/2008  28
percepción de que la revisión independiente de las resoluciones de la Comisión Federal 
de Competencia (CFC) sea limitada. Esto mismo resta incentivos a los jueces para 
resolver los casos de competencia con prontitud y atingencia. Existe además la 
percepción generalizada, y no del todo carente de sustento de que la Comisión al actuar 
como juez y parte (es decir, determinando violaciones e imponiendo sanciones, por un 
lado, y como defensor de la competencia por el otro), se desdibuja su cometido ante los 
tribunales, con la consecuente posibilidad de reacción de animadversión por parte no sólo 
de los jueces, sino incluso de otras autoridades y de los agentes económicos cuya 






Para el caso de Estados Unidos antes de la separación de AT&T, resulta claro que era 
económicamente inviable la entrada de un segundo competidor verticalmente integrado 
sin posibilidades de interconexión, pues tiene que construir de cero una red mínima que 
cubra costos de instalación significativos. La solución que se ha planteado en todos los 
países ha sido, donde sea redituable, abrir segmentos de la red a la competencia, como 
inicialmente fue el servicio de la larga distancia. El punto clave ha sido disminuir los 
costos de entrada de agentes con capacidad de decisión independiente. En Europa, 
mediante sistemas regulatorios un tanto distintos a los de Norteamérica, también se han 
logrado avances importantes en introducir una mayor competencia y en regular 
eficientemente al dominante, donde  esa competencia no ha sido aún posible. 
 
En las secciones anteriores se describieron actos de resistencia a la entrada de nuevos 
competidores por los agentes dominantes. Dichos actos de resistencia hacen imperiosa la 
acción del Estado para incrementar el bienestar social. En países como México, el 
simplemente copiar, sin adaptar a la realidad institucional del país, los esquemas de 
regulación de los países desarrollados, puede resultar contraproducente. En especial se 
discutió como la regulación condicionada a una declaración previa de dominancia puede 
resultar, como sucedió en México, en un vacío regulatorio que sólo beneficia al 
dominante y perjudica a los consumidores.  Por otro lado, se mostró que las experiencias 
comparativas de los Estados Unidos y de Europa muestran que una regulación basada en 
una declaración previa de que un operador es dominante, no es una condición necesaria 
(ni suficiente) para una regulación eficiente. 
 
Finalmente se discutieron las ventajas y desventajas del diseño institucional de México de 
tener una interrelación entre la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones, a pesar de los problemas cuando existe 
desacuerdo, y tiene una mayor posibilidad de contrarrestar la posible captura regulatoria 
cuando el Titular del Ejecutivo, con todo su poder, decide enfrentar los “poderes 
fácticos” para defender los derechos del consumidor. También en este caso se ilustró 
como un diseño institucional que simplemente copiara el de otros países, sin tener en 
cuenta el desarrollo institucional de México, podría ser contraproducente. En especial, si 
no se toma en cuenta ese desarrollo, el incrementar la independencia del regulador podría 12/02/2008  29
resultar en una mayor ineficacia de la regulación. Por ello se propuso que más que 
cancelar la “doble ventanilla”, se aclararan las atribuciones de cada una, evitando 
duplicidades e ingerencias indebidas. Son en México muy poderosos los intereses que se 
oponen a la competencia, como para pensar que este problema pueda resolverse sin la 
intervención decidida y responsable del Ejecutivo Federal. 
 